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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el señor LISANDRO VELA PARRA contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual le negó permiso para trabajar por fuera de su residencia.

2.- ANTECEDENTES

2.1.- El ciudadano LISANDRO VELA PARRA, mediante providencia del ocho (8) de mayo de 2008, fue condenado por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Villavicencio Meta como autor responsable de la conducta punible de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones, y se le concedió el beneficio de la prisión domiciliaria. 

2.2.- La vigilancia de la pena impuesta al señor VELA PARRA correspondió inicialmente al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Villavicencio, despacho que en virtud a la autorización de cambio de domicilio del sentenciado ordenó el envío de las diligencias a esta ciudad, correspondiendo el conocimiento al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

2.3.- El pasado cinco (5) de agosto del año que avanza, el señor VELA PARRA mediante escrito dirigido al Juez de Ejecución de Penas, solicitó que se le concediera permiso para salir de su residencia a trabajar en construcción dentro del mismo sector de la urbanización en la que vive. 

3.- PROVIDENCIA

Mediante auto del veinticuatro (24) de agosto de 2009, el Juez Tercero de Ejecución de Penas decidió negar la solicitud presentada por el sentenciado, al considerar que según el artículo 36 del Código Penal la prisión domiciliaria es “una pena sustitutiva de la prisión y no un mecanismo de sustitución de la sanción privativa de la libertad”, razón por la cual comporta restricciones a ésta igual que la prisión formal, lo que implica que la libertad de locomoción está restringida y eventualmente se puede laborar, en principio, sólo en las precisas actividades que señala el artículo 5º de la ley 750 de 2002 y cuando la domiciliaria se otorga a padres o madres cabeza de familia.

Considera que el trabajo constituye un medio terapéutico adecuado a los fines de la resocialización -artículo 79 ley 65/93-, pero ello no implica que por esa razón se desnaturalice el carácter restrictivo de una pena como la prisión domiciliaria, para que por el sólo hecho de que se descuente una sanción en la residencia del sentenciado, pueda abandonarla sin ser destinatario de un beneficio administrativo concedido por el juez de ejecución de penas o autorizado por éste. 

A más de lo anterior, afirma que la misma ley -artículo 8º del Decreto 2636 de 2004- consagra que la salida del lugar de reclusión es excepcional y por aspectos de especial urgencia como aquellos que tienen relación con la salud o la vida; de otra manera no tendría objeto la autorización judicial para salir de la residencia.

Respecto al tema de la favorabilidad en lo que tiene que ver con la aplicación del artículo 314 de la ley 906, considera que el permiso para salir de la residencia rige exclusivamente para la madre cabeza de familia y, a falta de ésta, el padre, tal como lo establece su numeral 5°.     

Por último señala que en la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Villavicencio, en donde se le concedió al señor LISANDRO VELA la aludida sanción sustitutiva, la otorgó con base en el artículo 38 de la ley 599 de 2000, es decir, que para el mencionado beneficio no se tuvo en cuenta la exigencia de ser padre cabeza de familia.

Por todo lo expuesto decidió negar la solicitud presentada por el actor.

4.-  RECURSO

Posteriormente, el señor VELA PARRA presentó escrito mediante el cual interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, argumentando que la decisión de no autorizar su salida a trabajar desconoce sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo, a la dignidad humana y al mínimo vital
.

Como argumento a su recurso manifestó: (i) que en vista de que la urbanización en la que reside se encuentra en proceso de construcción, pretende laborar allí para con ello procurarse las necesidades básicas que su mínimo vital le exige, derecho este último que goza de protección inmediata por parte del Estado; (ii) que el trabajo que va a desempeñar constituye un tratamiento terapéutico y un mecanismo de redención de pena; (iii) que su solicitud para trabajar se circunscribe estrictamente a la urbanización en la cual reside, es decir, que se trata de un desplazamiento mínimo; (iv) que el hecho de no poder trabajar ocasiona que no tenga forma de proveer el sustento diario, porque la situación económica de su familia en la ciudad de Villavicencio es difícil y por ello optó por trasladarse a la ciudad de Pereira en procura de no ser una carga para ellos
.

Mediante auto del ocho (8) de septiembre de 2009, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas sostuvo los argumentos de su anterior decisión, y  con fundamento en la nueva información aportada por el peticionario dedujo que lo que está buscando el sentenciado es abandonar la residencia que le fue otorgada como prisión domiciliaria y de esta manera burlar a la justicia, olvidando que se encuentra privado de la libertad y que ello implica la restricción parcial de la locomoción. Además, su excompañera hizo saber al despacho que el penado no le colabora económicamente a su hija, por ello resolvió desfavorablemente el recurso de reposición interpuesto por el señor VELA PARRA contra el auto que le negó el permiso para trabajar, y en consecuencia concedió el recurso de apelación y dispuso el envío de las diligencias a esta sede. 

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia para conocer en segunda instancia respecto del auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con la facultad concedida a la Sala en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000 -Código de Procedimiento Penal que rige este trámite-.

El asunto que concita la atención de la Sala comprende básicamente la inconformidad planteada por el señor VELA PARRA quien se encuentra gozando del beneficio de la prisión domiciliaria y le fue negada por el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la autorización para salir de su residencia a trabajar, ello con el fin de proveerse el mínimo de condiciones que le permitan vivir dignamente, sin ser una carga para su familia.

Para dilucidar la controversia, es importante recordar que el señor VELA PARRA es beneficiario del mecanismo de la prisión domiciliaria, no porque ostente las calidades de las que habla la ley 750 de 2002 ó el artículo 314 de la ley 906, sino porque el Juez a quien correspondió dictar la sentencia consideró que cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 38 del Código Penal. Tal diferencia es significativa, si se tiene en cuenta que uno de los sustentos de la apelación lo constituye el hecho de que el señor VELA PARRA con su labor podrá contribuir a la manutención de su hija.

Frente a lo anterior, debe decirse que en Colombia la Ley 1232 de 2008, por medio de la cual se modificó la ley 82 de 1993, en su artículo 2º establece: 

“Jefatura femenina de hogar. Para los efectos de la presente ley, la Jefatura Femenina de Hogar, es una categoría social de los hogares, derivada de los cambios sociodemográficos, económicos, culturales y de las relaciones de género que se han producido en la estructura familiar, en las subjetividades, representaciones e identidades de las mujeres que redefinen su posición y condición en los procesos de reproducción y producción social, que es objeto de políticas públicas en las que participan instituciones estatales, privadas y sectores de la sociedad civil. 

En concordancia con lo anterior, es Mujer Cabeza de Familia, quien siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas pata trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.
Parágrafo. La condición de Mujer Cabeza de Familia y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada ante notario por cada una de ellas, expresando las circunstancias básicas del respectivo caso y sin que por este concepto se causen emolumentos notariales a su cargo”. 

De la norma en cita puede concluirse que la situación fáctica que presenta el señor VELA PARRA no le permite ajustarse a la condición de padre de familia que pregona, dado que como bien lo señaló el juez de primer nivel, su ex compañera permanente informó al despacho que era ella quien respondía por la menor sin que estuvieran recibiendo ayuda alguna por parte del penado. 

Ahora, en lo que atañe al argumento expuesto por el peticionario en cuanto a que de no trabajar no podrá satisfacer sus necesidades básicas y no quiere convertirse en una carga para su familia, advierte la Sala que tampoco constituye una causa justa que permita desnaturalizar el objeto de la prisión domiciliaria, porque de ser así, sería argumento válido para todos los que están en similares condiciones para exonerarse de la aplicación efectiva de este mecanismo sustitutivo.

No desconoce por supuesto la Magistratura el gran esfuerzo que ha hecho el sentenciado por ubicarse en un empleo; sin embargo, tal y como lo advirtió el juez ejecutor de la sentencia, no puede dejarse de lado el hecho de que la prisión domiciliaria no implica una libre movilidad a cualquier lugar, porque de lo que se trata es de cambiar el establecimiento carcelario por el sitio de residencia, como situación sustancialmente diferente a la libertad condicional que sí autoriza una movilidad sin restricciones. 

Con ese obligado referente conceptual, debe decir el Tribunal que en el presente evento se ha obrado con el celo que requiere el adoptar una decisión de esta naturaleza, en tanto se trata de ponderar las circunstancias específicas del caso para no hacer más nocivas las consecuencias naturales de una privación efectiva de la libertad. En ese orden, la Sala no aprecia que la decisión de primera grado sea contraria a derecho y no tiene porqué afectar los derechos fundamentales del actor, quien por el contrario puede considerarse privilegiado al poder estar al lado de sus seres queridos a pesar de haber cometido una grave infracción a las normas de convivencia.     

En esas condiciones, en lo que al Tribunal concierne, se observa que no existe motivo suficiente que justifique la salida temporal del señor VELA PARRA para los fines a los que alude su escrito petitorio.

En esos términos se impone la confirmación del proveído impugnado.   

6.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Cfr. folios 129 131


� Cfr. folios 132 – 141, pruebas aportadas por el señor VELA PARRA.
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